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VIOLACIONES AL DERECHO DE SEGURIDAD JURÍDICA, POR CONTRAVENCIÓN DE LAS 

FORMALIDADES ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 152 LEY ADUANERA 

 

José Alberto Rodríguez Duque 

 

 

 

El procedimiento establecido en el artículo 152 de la Ley Aduanera, en relación con el 

reconocimiento aduanero de mercancías de difícil identificación, implica una serie de 

formalidades que deben cumplirse indefectiblemente, a fin de que al importador le sean 

respetados dos derechos en específico: el derecho de audiencia y el derecho de seguridad 

jurídica. 

 

Por lo que se refiere al derecho de audiencia, éste se ve garantizado en la medida en que en 

el artículo en comento, se establece que el interesado cuenta con un plazo de diez días hábiles 

contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación del escrito de 

hechos, a fin de ofrecer las pruebas y formular los alegatos que a su derecho convenga. 

 

Por otra parte, por lo que se refiere al derecho de seguridad jurídica, éste se ve garantizado 

en la medida que en el mismo artículo, se establece que la autoridad aduanera está obligada a 

respetar los dos plazos, a saber: 

 

I. Un primero plazo de seis meses, que tiene la autoridad a partir del levantamiento del 

acta de toma de muestras de mercancías de difícil identificación, para notificar al 

interesado mediante escrito de hechos o acta circunstanciada, los hechos u omisiones 

advertidos. 

 

II. El segundo plazo de cuatro meses, que tiene la autoridad a partir de que se encuentre 

debidamente integrado el expediente, para notificar al interesado su resolución final. 
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Sobre este último punto, cabe destacar que el propio artículo 152 de la Ley Aduanera, 

establece que se entiende que el expediente se encuentra debidamente integrado, cuando 

hayan vencido los plazos para la presentación de todos los escritos de pruebas y alegatos o, en 

caso de resultar procedente, la autoridad encargada de emitir la resolución haya llevado a cabo 

las diligencias necesarias, para el desahogo de las pruebas ofrecidas por los promoventes. 

 

 Sentadas las bases que preceden, la autoridad aduanera debe respetar las formalidades 

establecidas en el artículo en cuestión, y con ello el derecho de audiencia y el derecho de 

seguridad jurídica, máxime que  dichas formalidades tienen por objeto impedir que quede al 

arbitrio de cada autoridad aduanera cómo lleva instrucción del procedimiento, cómo valora las 

pruebas aportadas, y cómo contabiliza los plazos de seis meses y de cuatro meses, establecidos 

para notificar el escrito de hechos o acta circunstanciada y para notificar la resolución definitiva, 

respectivamente. 

 

 No obstante lo anterior, hemos identificado que recientemente hay una práctica recurrente 

en varias aduanas del país, de solicitar al laboratorio una ratificación o rectificación del primer 

dictamen rendido por el laboratorio, esto es, la autoridad aduanera solicita un primer dictamen 

al laboratorio, y con posterioridad a que el importador ha presentado su contestación al escrito 

de hechos o al acta circunstanciada, la autoridad aduanera solicita un segundo dictamen, 

argumentando que se trata de una solicitud de ratificación o rectificación. 

 

 Con posterioridad a la obtención de este segundo dictamen, y con independencia de la 

fecha en que el particular da contestación al escrito de hechos o acta circunstanciada 

(presentando pruebas y alegatos dentro del plazo de 10 días), y con independencia de que no 

resulte necesario llevar a cabo ninguna diligencia adicional para el desahogo de las pruebas 

ofrecidas por el promovente, la autoridad aduanera empieza a contabilizar el plazo de cuatro 

meses antes mencionado, que tiene para notificar la resolución definitiva. Esta situación, resulta 

violatoria del derecho de seguridad jurídica, en la medida en que: 

 

a. La figura de la ratificación o rectificación de dictamen, no se encuentra prevista en el 

artículo 152 de la Ley Aduanera, que como ya adelantábamos, contiene una serie de 

formalidades que deben cumplirse indefectiblemente. 
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b. Dicha diligencia de ratificación o rectificación de dictamen, normalmente no resulta ser 

una diligencia necesaria para el desahogo de las pruebas ofrecidas por el promovente. 

 

c. Deja al arbitrio de la autoridad aduanera no solo el cómo lleva instrucción del 

procedimiento, sino cómo contabiliza los plazos establecidos en el artículo 152 de la Ley 

Aduanera, específicamente por lo que se refiere al plazo de cuatro meses que tiene la 

autoridad, para notificar la resolución definitiva.  

 

 Ante esta irregularidad, que retrasa de manera considerable e innecesaria este tipo de 

procedimientos, estamos en posibilidad de defender los intereses de aquellos importadores de 

mercancías de difícil identificación, que lamentablemente enfrentan la práctica que referimos 

por parte de varias aduanas del país (de solicitar al laboratorio una ratificación o rectificación 

del primer dictamen de laboratorio rendido), máxime que como ya adelantábamos, queda al 

arbitrio de la autoridad aduanera el momento en que se empieza a contabilizar el plazo de 

cuatro meses, para notificar la resolución definitiva.  Lo anterior en detrimento del derecho de 

seguridad jurídica del particular. 

 

 


